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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, veintidós (22) de octubre de dos mil catorce (2014)
	RADICADO:

	05 001 33 33 020 2014-01032 00

	ACCIÓN:

	EJECUTIVO 

	DEMANDANTE: 
	LUCIA VARGAS FORERO  

	DEMANDADO:

	PATRIMONIO AUTONONO DE REMANENTES DE CAJANAL Y MINISTERIO DE HACIENDA    

	ASUNTO:
	DENIEGA MANDAMIENTO DE PAGO

	Auto Interlocutorio:
	No. 


ANTECEDENTES
Mediante escrito que correspondió por reparto a este Juzgado, la señora LUCIA VARGAS FORERO, por intermedio de apoderado judicial, propone demanda ejecutiva en contra del PATRIMONIO AUTONOMO DE REMANENTES DE CAJANAL –FIDUAGRARIA S.A. y contra el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO con la cual pretende, se libre mandamiento de pago en los siguientes términos:
“1. Solicito del señor Juez librar MANDAMIENTO DE PAGO a favor de mi poderdante contra las ejecutadas por las siguientes sumas de dinero: 

a.- Por la suma de TRES MILLONES QUINIENTO CINCUENTA Y SIETE MIL NOVECIENTOS TREINTA Y SEIS CON 87/100 PESOS M/cte ($3.557.936,87)  por concepto de capital. 

2. Se condene al pago de los intereses moratorios. 

3. Se condene a la demandada al pago de las agencias en derecho, las costas y demás gastos del proceso”. 
Como hechos fundamento de su pretensión refiere: 

Que mediante sentencia proferida por el Juzgado 25 Administrativo del Circuito de Medellín se condenó a CAJANAL a reliquidar en debida forma la pensión de jubilación de la accionante, y se ordenó el cumplimiento de la decisión conforme a los términos de los artículos 176 y 177 del C.C.A.

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social  mediante Resolución N° RDP 006579 del 17 de Febrero de 2013, modificada por la Resolución RDP 015850 del 21 de Mayo de 2014, da cumplimiento parcial a la sentencia, toda vez que en cuanto a lo señalado en el numeral 6° de la primera Resolución dispuso: 
“ARTICULO SEXTO: El área de nómina realizará las operaciones pertinentes conforme lo señala el fallo y en el presente acto administrativo, respecto a los artículos 177 del CCA, precisando que este pago estará a cargo de PROCESO LIQUIDATORIO DE CAJANAL EICE EN LIQUIDACIÓN, y 178 del CCA, pago que estará a cargo del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional.”
Indica que para el mes de junio de 2013 la demandada ordena la liquidación y pago de la sentencia que es calculada en la suma de $23.304.349 y una vez efectuados los descuentos legales arroja un valor de $18.974.676.66.

Advierte que revisada la citada liquidación, se encuentra que la entidad no ordenó el pago de los intereses establecidos en el artículo 177 del CCA, los cuales ascienden a la suma de $3.557.936,87; para lo cual mediante escrito radicado en el Patrimonio Autónomo de Remanentes de Cajanal, de fecha 09 de diciembre de 2013, se solicita el pago de los referidos intereses. 
Mediante oficio con consecutivo N° 8515 del 23 de Diciembre de 2013, Patrimonio Autónomo de Remanentes de Cajanal, señaló que “se encuentra en imposilibdad de atender las peticiones, ya que de conformidad con el objeto del contrato de fiducia mercantil de remanentes, ni la fiduciaria o el patrimonio autónomo son consideradas sucesores procesales, sustitutos procesales o subrogatarios por pasiva de la entidad liquidada, así como tampoco pueden resolver, administrativo judicialmente cualquier decisión que haya sido tomada por el señor Liquidador dentro del proceso de liquidación. En consecuencia la fiduciaria o el patrimonio autónomo  no son continuadores del proceso de liquidación y se encuentran completamente inhabilitados para abrogarse competencias del Liquidador de la extinta CAJANAL EICE EN LIQUIDACIÓN, respecto de cualquier asunto pasivo externo de la entidad”.
Adicionalmente manifestó remitir el oficio de la referencia a la UGPP, para lo pertinente. Sin que a la fecha dicha entidad se haya proferido al respecto. 
CONSIDERACIONES
1. Del Título Ejecutivo proveniente de sentencia condenatoria: 

El presupuesto para el ejercicio del medio de control ejecutivo es la existencia formal y material de un documento o conjunto de documentos que cumplan con los requisitos para ser un título ejecutivo, de los cuales se desprenda con certeza, la existencia de un derecho a favor del acreedor y una obligación correlativa en cabeza del deudor.  Dicho documento que es la base angular de tal derecho, debe incorporarse a la demanda, pues de no hacerlo, no podrá el juez librar el mandamiento de pago impetrado. 

El artículo 430 del Código General del Proceso, dispone: 

“ARTÍCULO 430. MANDAMIENTO EJECUTIVO. Presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere legal.
Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso. (…)”

Con base en la norma citada, cuando no se acompañe a la demanda el documento idóneo que sirva de base a la ejecución, el juez deberá abstenerse de librar mandamiento de pago, pues teniendo en cuenta que "carece de competencia para requerir a quien se considere acreedor y a quien éste considera deudor para que allegue el documento (s) que constituye el 'título ejecutivo'; es al ejecutante a quien le corresponde y de entrada demostrar su condición de acreedor; no es posible como si ocurre en los juicios de cognición que dentro del juicio se pruebe el derecho subjetivo afirmado definitivamente en el memorial de demanda" 
.

Ahora bien, conforme a reiterados pronunciamientos del Órgano de Cierre de esta Jurisdicción
, analizada la demanda ejecutiva, el juez de conocimiento tiene tres opciones:

· Librar el mandamiento de pago: Cuando los documentos aportados con la demanda representan una obligación clara, expresa y exigible.

· Negar el mandamiento de pago: Cuando con la demanda no se aportó el título ejecutivo, simple o complejo.

· Disponer la práctica de las diligencias previas solicitadas en la demanda ejecutiva: Cuando la solicitud cumpla los supuestos legales (art. 489 C. de P. C.). Practicadas estas diligencias hay lugar, de una parte, si la obligación es exigible a que el juez libre el mandamiento y, de otra parte, en caso contrario a denegarlo.

Por otra parte, el artículo 422 del Código General del Proceso señala: 

“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184.”

Es uniforme la jurisprudencia y la doctrina al clasificar los requisitos necesarios para que exista título ejecutivo, en requisitos de forma y de fondo:

i) Las condiciones formales, se concretan en que el documento o documentos donde conste la obligación sean auténticos, que provengan del deudor o sus causantes, o de una sentencia de condena proferida por el Juez o Tribunal de cualquier jurisdicción o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso administrativos o de policía, aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia;  y en tal sentido, constituyan plena prueba contra el deudor. 

Que el documento provenga del deudor o de su causante, quiere decir que éste sea su autor, el suscriptor del correspondiente documento. 

Además, que el documento constituya plena prueba contra el deudor significa que no exista ninguna duda sobre su procedencia, por lo que debe ser allegado en original o copia auténtica. Es así como el artículo 12 de la Ley 446 de 1998, establece: 

“Art. 12 Título ejecutivo. Se presumirán auténticos los documentos que reúnan los requisitos del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, cuando de ellos se pretenda derivar título ejecutivo”. 

ii) Los requisitos de fondo se refieren a su contenido, es decir, que la obligación que contenga a favor del ejecutante o de su causante sea clara, expresa y exigible y además líquida o liquidable por simple operación aritmética. 

Que la obligación sea clara significa que en el documento consten todos los elementos que la integran, esto es, el acreedor, el deudor y el objeto o prestación, perfectamente individualizados. Sin embargo, en caso de que no se determine el objeto, por lo menos el mismo debe ser determinable con los datos contenidos en el documento y sin necesidad de acudir a otros elementos probatorios. 

Que la obligación sea expresa quiere decir que esté determinada en el documento, con lo cual se descartan las obligaciones implícitas y las presuntas.

Que la obligación sea exigible, quiere decir que se encuentre en situación de pago o solución inmediata, por no estar sometida a plazo, modo o condición, es decir, que se trate de una obligación pura, simple y ya declarada. Con lo cual ha de entenderse que una obligación exigible es la que incorpora un derecho que puede cobrarse ejecutivamente. 

En relación con el tema en comento, el Consejo de Estado en sentencia del 26 de mayo de 2010, expediente 25803, expresó: 

“Los requisitos del título ejecutivo están contenidos en el artículo 488 del C. de P.C., Con fundamento en la anterior disposición la Sala ha precisado en abundantes providencias que el título ejecutivo debe reunir condiciones formales, las cuales consisten en que el documento o conjunto de documentos que dan cuenta de la existencia de la obligación i) sean auténticos y ii) emanen del deudor o de su causante, de una sentencia de condena proferida por el juez o Tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva de conformidad con la ley. De igual manera se ha señalado que también deben acreditarse condiciones sustanciales, las cuales se traducen en que las obligaciones por cuyo cumplimiento se adelanta el proceso sean claras, expresas y exigibles. La obligación es expresa cuando aparece nítida y manifiesta en la redacción misma del título; es clara cuando se revela fácilmente en el título y es exigible cuando puede lograrse su cumplimiento porque no está sometida a plazo o condición”

Ahora bien, el artículo 297 del Código General del Proceso, dispone: 

“Articulo 297. Para los efectos de este Código, constituyen título ejecutivo:
1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias. (…)”

A este respecto, el doctrinante Mauricio Fernando Rodríguez Tamayo, en su libro titulado “La Acción Ejecutiva ante la Jurisdicción Administrativa” 4° Edición, Librería Jurídica Sánchez R. LTDA, en su capítulo III denominado “Títulos Ejecutivos Judiciales” numeral 1. “Sentencias Judiciales dictadas por la jurisdicción contencioso administrativas” pagina 280, con relación a la integración del título ejecutivo judicial expresa que:

“La integración de título ejecutivo judicial, estará compuesto únicamente por la sentencia judicial de condena y de acuerdo al 115 del CPC, la providencia deberá aportarse en copia auténtica con la constancia de la fecha de su ejecutoria, y que se trata de la primera copia que presta mérito ejecutivo (…) Finalmente, si esa primera copia autentica de la sentencia que presta merito ejecutivo, se entrega a la administración para su pago, y más tarde, se hace necesario  iniciar una acción ejecutiva administrativa ante el incumplimiento total- porque no hubo pago- o parcial- porque lo hubo pero incompleto- de la respectiva providencia- en los casos anteriores al CPACA, dado que conforme a este último estatuto la ejecución se hará ante el mismo juez que dictó la condena-, el interesado tendrá que solicitar por derecho de petición a la administración, la entrega de la primera copia de la sentencia que preste mérito ejecutivo (…)”.
De igual forma el consejo de Estado referente a la constitución del mismo, en sentencia del 27 de mayo de 2010, C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, Radicación número: 25000-23-25-000-2007-00435-01(2596-07), manifestó: 

“Concretamente, la sentencia de condena constituye un verdadero título ejecutivo, en tanto que contiene una obligación clara, expresa y exigible en virtud de un pronunciamiento judicial con efectos de cosa juzgada. En el presente caso, la Sala observa que el fallo dictado el 26 de agosto de 1999 por la sección segunda de esta corporación es un título expreso, determinado y especificado en un documento que es una sentencia; que es claro, pues os elementos que la integran se encuentran inequívocamente señalados: por un lado el acreedor (La señora Herminia Isabel Bitar de Montes como accionante), por otro el deudor (La Nación – Contraloría General de la Nación, entidad que expidió el acto acusado), y el objeto (el reintegro de la demandante a un empleo igual o de superior jerarquía al que ejercía al momento de la desvinculación y pago de salarios y prestaciones sociales dejados de percibir desde el momento en que fue retirada hasta la fecha en que sea reintegrada); y que es exigible, debido a que se encuentra en una situación de pago o solución inmediata por no estar sometida a plazo, condición o modo, esto es, por tratarse de una obligación pura, simple y ya declarada. Se observa así mismo, que el demandante aportó la primera copia de la providencia que fue notificada por edicto el 30 de septiembre de 1999 (folio 44 cuaderno ppal), y quedó debidamente ejecutoriada el día 7 de octubre siguiente, según constancia de la Secretaría de la Sección Segunda de esa Corporación. En estas condiciones, la Sala no encuentra acertada la afirmación del a quo de que la sentencia que se trae al caso no constituye título ejecutivo, y que no era procedente dictar el mandamiento de pago, (…)”. 
2. Caso concreto: 

En el presente asunto, la parte ejecutante pretende hacer valer como título ejecutivo la sentencia proferida por el Juzgado Veinticinco Administrativo del Circuito de Medellín el día 24 de mayo de 2010 y confirmada por el Tribunal Administrativo de Antioquia el 22 de junio de 2012, mediante la cual se declaró la nulidad de las resoluciones 60763 del 15 de diciembre de 2008 y 13885 del 31 de marzo de 2009, proferidas por la Caja Nacional de Previsión Social y se condenó a esa entidad efectuar y pagar la reliquidación de la pensión cuya titularidad ostenta la demandante. 
De suyo la sentencia judicial que impone una condena presta mérito ejecutivo, sin embargo, en este estado del análisis se hace indispensable revisar la exigibilidad de ese título por vía judicial, como quiera que, la entidad en su momento obligada al pago, actualmente se encuentra liquidada.   
Recuérdese que  mediante el Decreto 2196 de 2009, se ordenó la liquidación de la Caja Nacional de Previsión Social, en términos del Decreto 254 de 2000 modificado por la Ley 1105 de 2006  y demás normas concordantes. 
El literal d) del artículo sexto del Decreto 2196 de 2009, dispuso como función del liquidador:   
“Dar aviso a los jueces de la República del inicio del proceso de liquidación, con el fin de que terminen los procesos ejecutivos en curso contra la entidad, advirtiendo que deben acumularse al proceso de liquidación y que no se podrá continuar ninguna otra clase de proceso contra la entidad sin que se notifique personalmente al liquidador”

Así las cosas, se tiene que el proceso de liquidación de CAJANAL EICE, comenzó con la entrada en vigencia del Decreto 2196 de 2009, es decir a partir de su publicación, la cual se surtió en el Diario Oficial No. 43.378 del 12 de junio del 2009, y se extendió hasta el día 11 de junio de 2013, según lo dispuesto en el Decreto 877 de 2013.   
En atención a las normas señaladas, observa el despacho que una vez notificado el inicio del proceso liquidatorio, esta jurisdicción perdió competencia para continuar con el trámite de procesos como el de la referencia, como quiera que, las prestaciones cuya ejecución se pretende solo podían hacerse efectivas dentro del proceso liquidatorio, y en las oportunidades allí dispuestas para tal fin.   

Una vez dispuesta la liquidación de la entidad, CAJANAL EICE en liquidación, celebró con la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S. A. (Fiduagraria S. A.), el contrato de Fiducia Mercantil No. 23 de 7 de junio de 2013, a través del cual se constituyó el PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES, cuyo objeto consiste en atender el pago de las acreencias reconocidas dentro del proceso de liquidación, la cancelación de cuentas por pagar, la liquidación de contratos, la entrega de inmuebles en arriendo, entrega de archivos al Ministerio de Salud y Protección Social, remisión de informes a entes de control, entre otras., tal como se cita del Acta Final del Proceso Liquidatorio de la Caja Nacional de Previsión Social –Cajanal EICE en Liquidación y contenida en la Resolución 4911 del 11 de Junio de 2013. 
Adicional a lo anterior, se observa que la sentencia cuya ejecución se pretende, cobro ejecutoria el 27 de julio de 2012, es decir, con anterioridad a la culminación de la liquidación de la entidad obligada, por lo que no puede pretenderse que agotada la liquidación y suprimida la entidad se pretenda ejecutar obligaciones derivadas de sentencias de condena en contra de la misma, sin tener en cuenta que los interesados en satisfacer sus acreencias contaron con las herramientas para integrarse al trámite liquidatario, pues a partir de su inicio, la vía judicial no se encontraba habilitada para adelantar este tipo de ejecuciones.  
Finalmente y frente a las demás entidades demandadas, NACIÓN-MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y PATRIMONIO AUTONOMO DE REMANENTES, este despacho encuentra que cualquier obligación que hubiese podido surgir frente a ellas, solo nacería a la vida jurídica con ocasión del proceso de liquidación, como quiera que en términos de la providencia aquí estudiada, la única obligada al pago en principio era CAJANAL EICE, actualmente liquidada, y cualquier acreencia derivada de la sentencia solo podría haberse transmitido a través del trámite liquidatario. En consecuencia, este despacho tampoco encuentra mérito para proferir la orden de pago frente a dichas entidades.   
Es por las anteriores razones, que a este Despacho no le queda otra alternativa que la de negar el mandamiento ejecutivo, por considerarse que el asunto no es susceptible de conocimiento de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
Por lo expuesto el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,

RESUELVE

PRIMERO.- Negar el mandamiento de pago solicitado por la señora LUCIA VARGAS FORERO en contra del PATRIMONIO AUTONOMO DE REMANENTES –FIDUAGRARIA S.A.- y el MINISTERIO DE HACIEDA Y CRÉDITO PÚBLICO, por las razones indicadas en la parte motiva del presente proveído.
SEGUNDO: Se dispone la devolución de los anexos sin necesidad de desglose, y el archivo de las diligencias, previo registro en el sistema de gestión judicial.

TERCERO: Se le reconoce personería al Dr. EDGAR FERNANDO PEÑA ANGULO con T.P. 69.570 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la parte demandante, en los términos y para los efectos del poder conferido que obra a folio 1 del expediente.

NOTIFÍQUESE
SANDRA LILIANA PÉREZ HENAO
JUEZ
	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 23 de octubre de 2014  fijado a las 8 a.m.

________________________________________

SECRETARIA


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Auto del 12 de Julio de 2001, Consejera Ponente María Elena Giraldo Gómez, Exp. Nro. 18342


� Ver entre otros, Auto del 27 de enero de 2000, Exp. 13103;  Auto del 12 de Julio de 2001, Exp. 18342.
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